López de Aguirre, Marcelina c/ Empresa de Ferrocarriles Argentinos
Cam. Nac. De Apel en lo Civil, Sala C
2º INSTANCIA.- Buenos Aires, mayo 14 de 1991.- Considerando: El Estado, conforme a la evolución producida en torno a sus fines, suele crear empresas comerciales, cuyo régimen se determina por la ley que las crea. En esta categoría corresponde incluir a la Empresa Ferrocarriles Argentinos, regida por la ley 18.360 (ED, 30-949) (conf. Llambías, J. J., “Tratado de Derecho Civil, Parte General”, t. II, p. 47 y doctr. Allí cit., núm. 1108 bis).

En nuestro país, la generalidad de las leyes sobre la materia o los estatutos orgánicos pertinentes, encuadran a las empresas del Estado como “entidades autárquicas”. Ello sólo encuentra apoyo, se ha dicho en la omnipotencia del legislador; no en los postulados de la ciencia o de la lógica jurídica (Marienhoff, Miguel S., “Tratado de Derecho administrativo”, 3º ed., t. I, ps. 452/4, núm. 131).

Por lo tanto, no puede la apelante discutir que la Empresa Ferrocarriles Argentinos sea un ente autárquico –al margen de la imprecisión que ello significa- puesto que el art. 1º de la ley 18.360, dispone que aquella se crea “con autarquía en el ejercicio de su gobierno…”.
Precisados tales conceptos, debe dejarse sentado, que, sin embargo, con visión última, en principio, no correspondería distinguir entre los bienes de la empresa y del Estado, porque el patrimonio de la primera es de afectación, y no puede justificarse fuera de los límites que sirvieron de base para afectar los bienes a la respectiva función. Vale decir que en definitiva su titular es el Estado (Cassagne, Juan C., “Derecho Administrativo”, 2ª ed., t. I, ps. 427, 431 y notas 19 y 20 y sus citas).

Máxime que la ley puede otorgar la autarquía en determinadas condiciones. La ley 18.360 que rige a la empresa de ferrocarriles, en su art. 39 establece que “…El Estado Nacional garantiza el pago de sus deudas y sufragará, con cargo a Rentas Generales, los déficits que se produzcan, de acuerdo con las previsiones de los arts. 26 y 27 de la presente ley”.

En ese contexto se advierte una separación patrimonial sólo relativa, entre el patrimonio de la Empresa Ferrocarriles Argentinos y el del Estado (arts. 39 cit. y 26 y 27, ley 18.360).
Siendo así y como resultado de la “personalidad” de esta entidad autárquica, que puede ejercer sus derechos y, correlativamente, cumplir con sus obligaciones y estar en juicio (art. 4º, inc. u, ley cit.), es susceptible de ser directamente demandada ante los respectivos tribunales de justicia y es también directamente responsable por el comportamiento de sus órganos y la realización de las funciones y servicios. De ahí que, normalmente, la entidad se pondrá al frente de su responsabilidad, utilizando para ello los fondos o bienes de afectación de que dispone. Pero, puede ocurrir que no la pueda hacer efectiva, por su insuficiencia o falta de activo. La pregunta es: ¿Quién responde en tal supuesto?

La doctrina concuerda en que en tal supuesto responde el “Estado” creador del ente, pero como garantía, según surge del régimen normativo (art. 39, ley cit.) (conf. Gordillo, Agustín A., “La responsabilidad [extracontractual] del Estado por hechos y actos de la Administración Pública”, p. 488).

El Estado es responsable en forma subsidiaria, o sea únicamente cuando los bienes afectados al ente autárquico son insuficientes para hacer frente a su responsabilidad. El acreedor del ente autárquico no puede, por el solo hecho de serlo, requerir el pago directamente al Estado. La obligación de éste es subsidiaria y de garantía (conf. Marienhoff, ob. y lug. Cits., ps. 440/2, núm. 128).
En tales condiciones, no se advierte – en el caso- la impertinencia de un reclamo del crédito de la actora al Estado Nacional, por la vía y forma que correspondiere de verificarse dicha insuficiencia.

Corolario de ello es que, si se diera ese extremo, el reclamo de medidas precautorias sobre bienes del Estado no podría calificarse de irrazonable, en lo que atañe al elemento consistente en la verosimilitud del derecho. Máxime frente a las limitaciones resultantes de art. 5º del decreto 34/91 respecto de la “traba y afectación de cuentas oficiales, sumas de dinero, recaudaciones, títulos públicos, acciones u otros valores…”.

El hecho de que el Estado fuera responsable sólo si la empresa autárquica Ferrocarriles Argentinos –que no puede ser declarada en quiebra- no se encontrara en condiciones de hacer frente a su responsabilidad con su patrimonio, haría las veces de una condición, lo que, a primera vista, encuadraría el pedido de embargo preventivo sobre bienes de aquel en el art. 209, inc. 5º del cód. procesal. Este precepto exige la demostración sumaria de: “que el deudor trata de enajenar, ocultar o transportar sus bienes, comprometiendo la garantía, o siempre que se justifique el mismo modo que por cualquier causa ha disminuido apreciablemente la solvencia del deudor, después de contraída la obligación”.
Respecto de ello se advierte que no concurre frente al Estado Nacional el presupuesto del peligro en la demora, porque, como principio, se presume la solvencia y responsabilidad económica del Estado (conf. Podetti, J. Ramiro, “Tratado de las Medidas Cautelares”, p.81).

Por todo lo expuesto el tribunal entiende que corresponde desestimar las quejas de fs. 72/6.

Por estos fundamentos, se resuelve confirmar la resolución fotocopiada a fs. 49/50 en lo que fue motivo de agravios. Las costas de la alzada también por su orden en atención a las peculiaridades del caso.- Agustín G. J. Durañona y Vedia.- Santos Cifuentes.- Jorge H. Alterini.

